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Introducción

El presente documento contiene una relación sucinta de las características más relevantes de los regímenes de salvaguardia que rigen en la Organización Mundial de Comercio, en la ALADI, en los esquemas de integración subre​gionales y en algunos acuerdos de complementación económica, a los efectos de permitir visualizar las posibles coincidencias que posibiliten una convergencia o compatibili​zación entre estas últimas y las que rigen en la OMC, teniendo en cuenta que todos los países miembros de la ALADI son a su vez Partes Contratantes de este Organismo Mundial, y que las normas emanadas en la materia son obligatorias para ellos en su comercio con terceros países.


En este sentido, se han considerado las normas de salva​guardia vigentes en el MERCOSUR, en el Acuerdo de Cartagena y en el Régimen Regional de la ALADI aprobado por la Resolución 70 del Comité de Representantes, el cual se aplica a un importante número de Acuerdos de Alcance Parcial, así como en la totalidad de Acuerdos de Alcance Regional.


Además, en este trabajo se presentan los regímenes de salvaguardia que rigen en diversos Acuerdos de Complementación Económica denominados de "tercera generación", que poseen características propias que los aproximan a la normativa de la OMC en la materia y que, como se podrá apreciar más adelan​te, reafirman los derechos y obligaciones de los países signatarios para aplicar dichas medidas conforme al artículo XIX del GATT. 


Teniendo en cuenta que la tendencia actual de las nego​ciaciones en la Asociación es que los países miembros materia​licen la suscripción de acuerdos de amplia cobertura, que van sustituyendo paulatinamente los acuerdos vigentes limitados al otorgamiento de preferencias sobre listas selecti​vas de pro​duc​tos, a los efectos de este trabajo se relacionan los regí​menes de cláusu​las de salvaguardia solamente de este nuevo tipo de acuerdos, que hasta el presente totalizan 9, a saber:

ACE/17 - Chile-México

ACE/18 - Argentina-Brasil-Paraguay-Uruguay

ACE/23 - Chile-Venezuela

ACE/24 - Colombia-Chile

ACE/31 - Bolivia-México

ACE/32 - Chile-Ecuador

ACE/33 - Colombia-México-Venezuela

ACE/35 - MERCOSUR-Chile

ACE/36 - MERCOSUR-Bolivia


A este respecto, cabe señalar que de los Acuerdos de "tercera generación" se analizan los regímenes de salva​guardia del ACE/31, ACE/33 y ACE/36, en virtud que en el marco del ACE/18 y el ACE/35 no se aplican actualmente este tipo de medidas, que quedaron sin efecto a partir del 31 de diciembre de 1994 en el primero, y por no haber sido apro​bado aún el régimen por sus signata​rios en el segundo. En los Acuerdos de Complementa​ción Económi​ca nos. 17, 23, 24 y 32, rige el Régimen Regional de Salvaguardias aprobado por la Resolución 70 del Comité de Representantes.


Este trabajo se enmarca en la Actividad del Programa de Trabajos de la Asociación para 1997 y tiene por objeto proporcio​nar elementos de juicio que permitan a los países miembros perfeccionar el marco normativo común vigente en la ALADI, a fin de adecuarlo a las nuevas realidades del proceso de integración y de la evolución del comercio internacional.
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LAS SALVAGUARDIAS EN LA REGULACION DEL COMERCIO INTERNACIONAL

REGIMEN DEL GATT DE 1947



En el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comer​cio (GATT) es posible distinguir tres tipos de cláusulas de salva​guardia:

a)
aquellas en virtud de las cuales las Partes Contratantes podrán suspender, retirar o modificar temporariamente los efectos de las concesiones pactadas como consecuencia de un perjuicio grave o la amenaza de un perjuicio grave, atribuido por el país importador, como nexo causal, a las importaciones del producto bene​ficiado por las concesiones.


Se trata de las cláusulas conocidas comúnmente con el nombre de salvaguardias por "perjuicios graves", consa​gradas en el artículo XIX del Acuerdo General;

b)
aquellas que admiten la suspensión, retiro o modifica​ción de las concesiones pactadas con la finalidad de salva​guardar su posición financiera y el equili​brio de su balanza de pagos, a cuyo efecto podrá reducir el volumen o valor de sus importa​ciones en los términos y conforme a los procedimientos previstos en los artículos XII y XVIII Sección B, del Acuerdo General; y 

c)
aquellas que prevén la modificación o retiro de las concesio​nes pactadas por razones fundadas en el desarro​llo de la economía de una parte contratante, en los términos a que se refiere el artículo XVIII, Secciones A, C y D, del Acuerdo General.

Salvaguardias por perjuicios graves



El artículo XIX del Acuerdo General configura básicamente la cláusula en la que se inscribe con mayor claridad el con​cepto de salvaguardia.  En virtud de esta disposición las Partes Contra​tantes podrán suspender, retirar o modificar una concesión de su lista cuando "como consecuencia de la evolu​ción impre​vista de las circunstancias y por efecto de las obligaciones, inclui​das las concesiones arancelarias", se importa un producto en el territorio de una Parte Contratan​te, en canti​dades y en condi​ciones tales que cause o amenace causar un perjuicio grave a los productores nacionales de pro​ductos simi​lares o directa​mente competidores.



Las medidas adoptadas en virtud del referido artículo XIX se han aplicado, tradicionalmente, de manera no selectiva o discriminatoria entre todos los países miembros del GATT.



El artículo dispone, asimismo, que antes de adoptar medidas de urgencia, las Partes deben dar aviso al GATT a fin de someterse a un procedimiento de consulta con los países exporta​dores involucrados por la medida.  En cir​cunstancias críticas en las que cualquier demora podría entra​ñar un per​juicio difícil​mente reparable, las medidas restric​tivas pueden ser adoptadas provisionalmente sin consulta previa a condición de que la referida consulta se efectúe inmediatamente des​pués de su adopción.




Si las Partes afectadas no se consideraran satisfechas por los resultados de las consultas, pueden suspender la aplicación de concesiones u otras obligaciones sustancialmente equivalentes al comercio con el país que hubiera adoptado la medida de salvaguardia.  En la aplicación de esta norma se ha procurado operar sobre la base de compensación de intereses comerciales, esforzándose por evitar que el retiro de concesiones pudiera aparecer como una medida de retorsión o como un acto de repre​salia.



En términos generales puede decirse que las Partes han aceptado la determinación del perjuicio grave como una deci​sión que incumbe al país importador mientras que la determina​ción del grado de retiro de las concesiones pertenece esen​cialmente a los intereses de las Partes afectadas.



En resumen, la cláusula de salvaguardia enunciada en el artículo XIX del Acuerdo General está destinada a proteger la validez de las concesiones arancelarias y el equilibrio gene​ral de derechos y obligaciones para el conjunto del Acuerdo, procurando: a)  velar porque las medidas de salvaguardia sean adoptadas en la medida en que causen o amenacen causar perjui​cio grave a los productores nacionales como resultado de las concesiones arancelarias pactadas; b)  exigir que las medidas adoptadas no tengan carácter discriminatorio y c)  permitir que los países afectados suspendan, eventualmente, concesiones sustancialmente equivalentes en caso de no lograr acuerdo en lo concerniente a las medidas restrictivas adoptadas.



Conforme a las manifestaciones vertidas por el Director General del GATT en torno a las negociaciones comerciales multilaterales de la Ronda Tokio "la experiencia práctica acumulada a lo largo de los años anteriores a la Ronda Tokio demostró que el artículo XIX adolecía de deficiencias que hacían difícil recurrir a él con eficacia".



"En primer lugar, los países manifestaron cierta renuen​cia a tomar medidas de carácter no discriminatorio cuando únicamente suscitaban problemas los productos procedentes de un solo país o de un corto número de países, y esto condujo a la prolifera​ción, al margen del GATT,  de las limitaciones llamadas volunta​rias o de los acuerdos de comercialización ordenada.  En la actualidad, estas medidas no son objeto de ningún examen ni de ningu​na vigilancia de carácter multilate​ral, lo que da a los países más fuertes la posibilidad de imponer con mayor facilidad su voluntad a sus interlocutores comerciales más débiles."



"Las diferentes interpretaciones de los criterios a los que hay que ajustarse antes de poder adoptar medidas de salva​guar​dia plantean dificultades, por ejemplo en el caso de expresio​nes tales como "circunstancias críticas", "causa de perjuicio grave" o "amenaza causar un perjuicio grave".  La expresión "amenaza causar" desagradaba en particular a los países exportadores, porque, a su jui​cio, dejaba un margen excesivo a la apreciación unilate​ral y subjetiva del país importador.  No existe ninguna definición precisa como la que figura, por ejemplo, en el Acuerdo Multifibras a propósito de la expresión "desorga​nización del mercado".  También entrañaba problemas tanto la necesidad de proceder previamente a la notificación de las medidas y a la celebración de consultas como la posibilidad de tomar medidas de retorsión."



De ahí la decisión adoptada oportunamente por las PARTES CONTRATANTES de proseguir con el estudio de las cláusulas de salvaguardia en el contexto de la revisión general de las disposiciones y procedimientos del Acuerdo General.  De la referida revisión habría de surgir un texto modificado del artículo XIX y un código de conducta como complemento de su aplicación, incorporando disposiciones sobre vigilancia y un mecanismo para la solución de diferencias, así como obligacio​nes adicionales destinadas a garantizar el funcionamiento efectivo del referido código (prohibición y eliminación de determinadas medidas, notificaciones, consultas, etc).

Salvaguardias por razones de balanza de pagos



De conformidad con el enunciado de su artículo XII, el Acuerdo General trata de limitar "el volumen o valor de las mercancías" importadas, frente a un requerimiento funcional:  evitar la disminución (o amenaza de disminución) importante, de reservas internacionales.



Las restricciones con esa finalidad, no deberán exceder los límites necesarios para:

i)

oponerse a la amenaza inminente de una disminución impor​tan​te de sus reservas monetarias o detener dicha disminución; o

ii)
aumentar sus reservas monetarias de acuerdo con una propor​ción de crecimiento razonable, en caso de que sean muy exiguas.




El artículo XII no establece un plazo determinado y cierto de duración de estas cláusulas previendo que las partes contra​tantes que apliquen restricciones en virtud del párrafo ante​rior, las atenuarán progresivamente a medida que mejore la situación considerada en dicho apartado; sólo las mantendrán en la medida que esta situación justifique su establecimiento o mantenimiento en virtud del párrafo anterior. 
Cláusulas de salvaguardia por motivos de desarrollo
El artículo XVIII Sección "A" del GATT



En la Sección A del artículo XVIII se establece que si una parte contratante cuya economía solo puede ofrecer a la pobla​ción un bajo nivel de vida y que se halla en las primeras fases de su desarrollo, considera que es conve​niente, con el fin de favore​cer la creación de una determi​nada norma de producción, para elevar el nivel de vida general de su población, modificar o retirar una concesión arancelaria, notificará a las PARTES CONTRATAN​TES y entablará negociaciones con todas las partes con​tratantes con las que haya negociado originalmente dicha concesión y con cualquier otra parte contratante cuyo interés sustan​cial haya sido reconocido por las PARTES CONTRATANTES.




La primera condición que se establece se refiere a la cate​goría del país a la cual debe pertenecer la parte contra​tante:  se trata de toda parte contratante que sólo puede ofrecer a la población un bajo nivel de vida y se halla en las primeras fases de su desarrollo.  No requiere, en consecuencia, la invocación de un perjui​cio concreto en el comercio, para aplicar este tipo de salvaguar​dias.




Las medidas pueden aplicarse sobre las concesiones aran​celarias incluidas en la lista anexa al Acuerdo General, cuando se manifiesta el objetivo de elevar "el nivel de vida general de su población".  Este objetivo final supone dos objetivos instrumen​tales como plasmarse:  la creación (conveniente) de una determinada "rama" de la producción; o bien el estableci​miento, modificación o ampliación de "estructuras" de produc​ción.  En virtud de la aplicación de las medidas de salva​guar​dia se prevé la modificación o el retiro de las concesio​nes.

El artículo XVIII Sección "C" del GATT



Al igual que en la Sección A, las condiciones exigi​das aluden sólo a la categoría de país o países cuya economía sólo puede ofrecer a la población un bajo nivel de vida y que se halla en las primeras fases de su desa​rrollo.




Las medidas pueden recaer sobre cualquier posición arance​la​ria, pero el procedimiento diferirá según que se afecte o no a una concesión inclui​da en la lista anexa al Acuerdo General.  El objetivo final es el mismo que se persigue en el caso de las medidas previstas en la Sec​ción A, pero cambia el objeti​vo instrumental, pues en esta Sección C se trata de obtener, con carácter de necesidad, la "ayuda del Estado" para la creación de una determinada rama de la produc​ción; o bien para el esta​blecimiento, modificación o ampliación de "estructuras" de producción.

El artículo XVIII Sección "D" del GATT



Esta
cláusula es semejante a la anterior (Sección C), con la sola diferencia de la categoría de país a la cual debe pertene​cer la parte contratante.  Se trata de países que se encuentran en una mejor posición relati​va (países en vías de desarrollo).  La regulación de las salvaguar​dias por razones de desarrollo es más rigurosa en cuanto al procedimiento dado que no se admite la aplica​ción de medidas unilaterales de carácter provisio​nal justificando la adopción de salvaguardias cuando es preciso obtener, con carácter de necesidad, la "ayuda del Estado" para la creación de una determinada rama de la produc​ción.




En ninguna de las situaciones previstas por el artículo XVIII, cabe arguir "perjuicios" en un sentido semejante al de las otras disposiciones analizadas.  Esta es una de las razones por las cuales las salvaguardias por motivos de desarrollo suelen no ser consideradas como salvaguardias en sentido estricto.  Las medidas se fun​dan, no ya en perjuicios asignados puntualmente a deter​minadas corrientes comerciales, sino en la necesidad de superar insuficiencias estructurales.




En síntesis, en el marco de las secciones A y C, los países de menor desarrollo pueden modificar o retirar una conce​sión arancelaria que hubieren otorgado (sección A), o tomar una media no compatible con las demás disposicio​nes del Acuerdo General, cuando consideren "que es conve​nien​te" la "crea​ción de una deter​minada rama de la pro​duc​ción", o el estableci​miento de nuevas estructuras de produc​ción o la modificación o ampliación de las existen​tes (sección A); o bien cuando "se necesita la ayuda del Estado para faci​litar la creación de una determinada rama de la producción" (sección C). 


REGIMEN DEL GATT DE 1994




La revisión de las disposiciones y procedimientos del Acuerdo General, cuya culminación se alcanzó con la protocoli​zación de los resultados de la Ronda Uruguay de Negociaciones Comerciales Multilaterales, incorporados al Acta Final suscrita el 14 de abril de 1994 en la ciudad de Marrakesh, dio lugar a una decisión del Comité de Negociaciones Comerciales de la Ronda Uruguay (MTN.TNC/41) aconsejando a las PARTES CONTRATAN​TES corregir el texto en idioma español del Acuerdo General como consecuencia de aquella revisión.  Una decisión en ese sentido fue adoptada por el Consejo del Acuerdo General el 10 de mayo de 1994.




El Acta Final incorporó, asimismo, como resultado de la Ronda Uruguay, un Acuerdo sobre Salvaguardias que entraña un cambio sustancial en la aplicación de las medidas previstas por el artículo XIX del Acuerdo General.

El artículo XIX modificado



La principal modificación introducida en el artículo XIX del Acuerdo General consiste en la sustitución del concepto relativo al "perjuicio" o "amenaza de perjuicio grave" por el de "daño o amenaza de daño grave".




En efecto, de conformidad con la decisión adoptada por el Consejo, el párrafo 1a) del referido artículo ha sido modifi​ca​do de la siguiente forma:




"Si,  como consecuencia de la evolución imprevista" 




"de  las circunstancias y por  efecto de las obli-"




"gaciones, inclui​das las concesiones arancelarias,"




"contraídas  por una  parte contratante  en virtud"




"del  pre​sente Acuerdo,  las importa​ciones  de  un"




"producto  en  el  territo​rio  de  esta parte con-"




"tra​tante  han  aumen​tado  en  tal canti​dad  y  se"




"realizan  en condi​cio​nes tales que causan o  ame-"




"nazan  causar un daño grave a los productores na-"




"ciona​les  de productos similares  o  directa​mente"



"competi​dores en ese terri​torio,  dicha parte con-"




"tratante  podrá, en la medida y durante el tiempo"




"que  sean necesa​rias para prevenir o repa​rar  ese"



"daño, suspen​der total o parcialmente  la  obliga-"




"ción  contraída con  respecto a dicho pro​ducto  o"




"reiterar o modifi​car  la conce​sión"  (los subra​ya-


​

dos son nues​tros).




La sustitución de la expresión "perjuicio" por "daño" se opera, asimismo, en el párrafo 1b) del artículo XIX en el cual se prevé el caso de salvaguardias aplicadas a requerimiento del país exportador beneficiario de la concesión cuando ale​gue un "daño" grave sobre su propio sector productivo.




En términos generales el artículo XIX no introduce nuevos cambios.  El párrafo 2 legisla en torno a la notificación previa que las partes contratantes deben realizar "con la mayor anticipación posible" en caso de adoptar medidas al amparo de lo dispuesto en el párrafo 1.




La disposición prevé que además de la notificación escri​ta a las PARTES CONTRATANTES, el país que invoque este artícu​lo debe facilitarles, "así como a las partes contratantes que tengan un interés sustancial como exportadores del producto de que se trate" la oportunidad de examinar con ellas las medidas que se proqonga adoptar.




Sólo en circunstancias críticas en que cualquier demora "entrañaría un perjuicio difícilmente reparable", las medidas restrictivas podrán ser adoptadas provisionalmente "sin con​sulta previa", a condición de que esta se efectúe inmediata​mente después de que se hayan adoptado aquellas medidas.




La indefinición de algunos de los conceptos incorporados en la disposición comentada origina, en algunos casos, inter​pretaciones distintas sobre una misma materia.




De conformidad con el párrafo 3 del artículo, el desa​cuerdo de las partes contratantes en las consultas a que se refiere el párrafo 2, dará lugar a que la parte contratante que tenga el propósito de adoptar medidas restrictivas o de mantener su aplicación, pueda hacerlo conforme a su interés.  En este caso el artículo XIX admite la retorción con una limitación en cuanto al tiempo en que debe ser interpuesta y no ser desaprobada por las PARTES CONTRATANTES.  Asimismo, frente a salvaguardias adoptadas sin consulta previa, la retorción puede aplicarse inclusive en el momento en que se realicen dichas consultas toda vez que una demora pudiera causar un perjuicio difícilmente reparable (párrafo 3b)).

El Acuerdo sobre Salvaguardias



Teniendo como fundamentos la necesidad de aclarar y reforzar las disciplinas del GATT de 1994 y concretamente los de su artículo XIX (Medidas de urgencia sobre la importación de productos determinados); de restablecer el control multila​teral sobre las salvaguardias; y, de suprimir las medidas que pudieran escapar a dicho control, los países miembros del GATT adoptaron un Acuerdo estableciendo normas para la aplicación de medidas de salvaguardia, entendiendo por tales las medidas previstas en el referido artículo XIX del GATT de 1994 (ar​tículo 1º).

a) Condiciones en que se aplican.




El Acuerdo impone disciplinas adicionales al artículo XIX respecto de la utilización de medidas de salvaguardia.  Así por ejemplo, establece las condiciones en que un país miembro puede aplicar una medida restrictiva (artículo 2, párrafo  1), destacando que sólo podrá hacerlo si ha determinado, con arreglo a las disposiciones establecidas en el mismo, que las importa​ciones de un producto determinado han aumentado  en tal canti​dad, "en términos absolutos o en relación con la produc​ción nacional" y se realizan en condiciones tales que causan o amenazan causar un daño grave a la rama de producción nacional que produce productos similares o directamente competidores.




De su enunciado surge que la carga de la prueba le corres​ponde al país importador, que debe ajustarse a las disposicio​nes del Acuerdo, que existe una relación de causali​dad entre el aumento de las importaciones y el daño grave o amenaza de daño grave que se opera en la rama de producción que elabora produc​tos similares o directamente competidores del producto importado y, que el aumento puede operarse en términos absolutos (volumen físico o valor) ó en relación con la producción nacional (reducción de la producción; disminu​ción de la mano de obra utilizada; etc.)

b) Utilización no discriminatoria.




El Acuerdo sobre Salvaguardias reafirma que las medidas restrictivas no pueden utilizarse de manera discriminatoria ("las medidas de salvaguardia se aplicarán al producto impor​tado independientemente de la fuente de donde proceda" (ar​tículo 2º, párrafo 2)) y prohíbe el empleo de "medidas de zona gris" que escapen al control multilateral (tales como limita​ciones voluntarias de la exportación y acuerdos de comerciali​zación ordenada) (artículo 11, párrafo 1, letra b)).  En tanto que desviación de la norma general de trato no discriminato​rio, el artículo 5, párrafo 2b) prevé la posibilidad de asig​nar con​tingentes solo entre países proveedores, a condición de que celebre consultas con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 12, párrafo 3. 

c) Determinación del daño grave o amenaza de daño grave.




Para determinar la existencia del daño grave o de la amenaza de daño grave, el Acuerdo formula una especificación detallada de los factores que deben evaluarse definiendo ambos conceptos y la noción de "rama de producción nacional", al "conjunto de los productores de los productos simila​res o directamente competido​res que operen dentro del territo​rio de un Miembro o aquellos cuya producción conjunta de productos similares o directamente competidores constituya una proporción importante de la produc​ción nacional total de esos productos". (artículo 4, párrafo 1)

d) Investigación previa.




Una medida de salvaguardia no puede imponerse sin que las autoridades competentes del país que la aplica hayan llevado a cabo una investigación, con inclusión de audiencias públicas u otros medios apropiados y un aviso público razona​ble a las partes interesadas, de manera tal que las partes interesa​das puedan presentar pruebas y exponer sus opiniones (artículo 3, párrafo 1).

e) Duración y examen de las medidas.




El Acuerdo impone un plazo general de cuatro años a la duración de las medidas de salvaguardia que podrá prorrogarse por un plazo máximo de ocho años (artículo 7, párrafos 1 a 3).  Las medidas de más de un año de duración deberán liberali​zarse progre​sivamente y las impuestas por más de tres años deben reexami​narse (a más tardar a mitad del período de apli​cación de la medida)  con miras a una posible liberalización (artículo 7, párrafo 4).




Las medieas de salvaguardia no podrán reiterarse antes de haber traoscurrido un período igual a aquel durante el cual fueron aplicadas con anterioridad, a condición de que el período de no aplicación sea como mínimo de dos años (artículo 7, párrafo 5).  No obstante podrán volver a aplicarse medidas de salvaguar​dia cuya duración sea de 180 días o menos, en los casos expresa​mente establecidos (artículo 7, párrafo 6).

f) Notificaciones y consultas.




En materia de notificaciones y consultas, el Acuerdo estipula una serie de prescripciones muy detalladas previendo la notifi​cación inmediata al Comité de Salvaguardias cuando se inicia un proceso de investigación relativo al daño grave o la amenaza de daño grave y los motivos del mismo, así como cuando se constate que existe el daño grave o la amenaza de daño grave a raíz del aumento de las importaciones y, finalmente, cuando se adopte la decisión de aplicar o prorrogar una medida de salva​guardia (artículo 12, párrafo 1).




En cuanto al compromiso de celebrar consultas previas con los Miembros que tengan un interés sustancial como exportado​res del producto de que se trate, el Acuerdo establece que el Miembro que se proponga aplicar o prorrogar una medida de salvaguardia debe dar "oportunidades adecuadas" para, entre otras cosas, examinar la información proporcionada, intercam​biar opiniones sobre la medida y llegar a un entendimiento a fin de mantener un nivel de concesiones y otras obligaciones sustan​cialmente equivalentes al existente entre él y los Miembros exportadores que se verían afectados por la medida (artículo 12, párrafo 3).

g) Países en desarrollo.




Por último y sin considerar agotado su análisis, cabe señalar que el Acuerdo especifica las condiciones en las cuales las importaciones originarias de un país en desarrollo Miembro, estarán exentas de la aplicación de salvaguardias, en cuyo caso deberán cumplirse dos condiciones:

-
La parte de las importaciones del producto procedente del país en desarrollo Miembro en las importaciones totales de ese producto realizadas por el Miembro importador no debe exceder del 3 por ciento; y

-
Los países en desarrollo Miembros con una participación en las importaciones menor del 3 por ciento no han de represen​tar colectivamente más del 9 por ciento de las importaciones totales del producto en cuestión realizadas por el Miembro importador.



En los siguientes casos se imponen menos obligaciones a los países en desarrollo Miembros:

i)
La obligación general de que las medidas de salvaguardia no pueden estar en vigor durante más de ocho años no se aplica a los países en desarrollo Miembros.  Se les permi​te mantener sus medidas de salvaguardia durante dos años más que el perío​do máximo permitido a otros Miem​bros.

ii)
La obligación general respecto de las medidas de salva​guardia que duren más de 180 días es que no pueden volver a imponerse durante por lo menos dos años, o durante el período de tiempo que hayan estado en vigor si este último es superior a dos años.  En el caso de los países en desarrollo Miembros, tales medidas de salvaguardia pueden volver a imponerse des​pués de la mitad del período de tiempo en que hayan estado en vigor, a condición de que se vuelvan a imponer por lo menos después de dos años.  Así pues, por ejemplo, mientras que la medida de salvaguardia de un país desarrollado Miembro aplica​da inicialmente por un período de tres (cuatro o cinco) años sólo puede volver a imponerse después de tres (cuatro o cinco) años respec​tivamente, la medida de salvaguardia de un país en desa​rrollo Miembro inicialmente en vigor por el mismo período puede volver a imponerse después de dos (dos o dos y medio) años respecti​vamente.


EL REGIMEN REGIONAL DE SALVAGUARDIAS EN EL 


TRATADO DE MONTEVI​DEO 1980 

 


No fue sino hasta promediar el segundo quinquenio de la década de los ochenta que el Comité puso en vigor el Régimen Regional de Salvaguardias a través de su Resolución Nº 70.




De conformidad con el artículo décimo de dicha Resolu​ción, el régimen regional se aplica con carácter general a los acuerdos regionales que se celebren con posterioridad a la fecha de su adopción y con carácter supletorio respecto de los acuerdos de alcance parcial en los que no se adopten normas específicas sobre salvaguardias, "salvo decisión en contrario de sus signatarios".




La última precisión del referido artículo, cuyo fundamen​to radica indudablemente en el hecho de estar frente a un régimen de excepción, le resta entidad al carácter obligan​te de la norma supletoria, cosa que se advierte, asimismo, en algunos acuerdos en que no obstante apelar a la Resolución 70 se imponen diversas limitaciones conforme a los intereses que sus signatarios pretenden salvaguardar.




Si a ello se agrega que la Resolución 1 del Consejo de Ministros que reglamenta la revisión de los compromisos deri​vados del programa de liberación del Tratado de Montevideo, establece que las Partes Contratantes podrán disponer la adopción de normas específicas sobre salvaguardias y otras materias en los acuerdos de alcance parcial que celebren, "las cuales prevalecerán sobre las de carácter general", el resul​tado es que la mayor parte de los acuerdos de alcance parcial concertados y vigentes, tienen normas propias. 




El régimen regional de salvaguardias es particularmente conciso y carente de normas interpretativas en torno a las características de las cláusulas invocadas, a la determinación de los perjuicios o daños graves o la amenaza de tales perjui​cios, a la aplica​ción y examen de las medidas adoptadas, o a la intervención institu​cional en la vigilancia y solución de diferencias que pudieran suscitarse entre las Partes.




La Resolución comentada establece que los países miembros podrán aplicar cláusulas de salvaguardia con carácter transi​torio y en forma no discriminatoria con la finalidad de sus​pender total o parcialmente el cumplimiento de los compromi​sos asumidos en cualquiera de los mecanismos del Tratado de Monte​video 1980.  (Numeral Primero)




Del referido texto surge:

i)


que se trata de salvaguardias aplicadas unila​teral​mente (carácter que el Acuerdo General no reconoce a las salva​guardias amparadas en su artículo XIX sino a aque​llas que denomina "pro​visionales" susceptibles de ser aplicadas en circunstancias excepcionales).

ii)

que se trata de medidas adoptadas con carácter tran​si​to​rio; y

iii)
que deben ser medidas aplicadas en forma no discri​mina​toria.





Se trata de una condición exigible en los Acuerdos de alcan​ce regional, en cuyo caso obliga a la totalidad de los países miembros, o en los acuerdos de alcance par​cial en los que compromete exclusivamente a sus signa​tarios.





Cabe destacar que el régimen regional admite la apli​ca​ción de cláusulas de salvaguardia con la finalidad exclu​siva de "suspender total o parcialmente el cum​pli​miento de los compromisos asumidos" por las Partes.





Este hecho marca, asimismo, una diferencia notoria con las cláusulas de salvaguardia establecidas en el ar​tícu​lo XIX del Acuerdo General que faculta a la parte con​tratan​te que soporta las importaciones que causan o amenazan causar perjuicios graves a los productores nacionales de produc​tos similares o directamente compe​ti​dores de su territo​rio, a "suspender total o parcial​mente la obliga​ción contraída" o bien a "reti​rar o modificar" la conce​sión.

La Resolución 70 contempla la aplicación de tres tipos de cláusulas de salvaguardia:

i)


para corregir desequilibrios de la balanza de pagos global del país invocante;

ii)

por importaciones de uno o varios productos origina​rios de la región que se realicen en cantidades o en condi​ciones tales que causen o amenacen causar perjui​cios graves a los productores nacionales de mercade​rías simi​lares o directa​mente competitivas; y

iii)
por la existencia de un déficit calificado en el inter​cambio intrarregional de un país miembro, en cuyo caso el Comité de Representantes podrá autorizar la posterga​ción o atenuación transitoria de algunos o varios de los compro​misos comerciales que se adopten en acuerdos de alcance regional con excepción de los correspondientes a las Nómi​nas de Apertura de Mercados (Resolución 14 (III) del Consejo de Ministros).





El régimen regional no incluye las denominadas cláusulas preferenciales por motivos de desarrollo, reconocidas tradi​cionalmente por el Acuerdo General (GATT) en su artículo XVIII, Secciones A, C y D. 





Las salvaguardias por razones de balanza de pagos del régi​men regional de la Asociación no son aplicables a los países de menor desarrollo económico relativo (diferencia sustantiva con el régimen del GATT que, en su artículo XVIII Sección B, reproduce las principales disposiciones referidas a esta misma causal comprendidas en su artículo XII, adaptándo​las a la categoría de países en vías de desa​rrollo).





El régimen regional obliga a iniciar consultas con los restantes países miembros "en el ámbito del Comité de Repre​sentantes", una vez comunicada la adopción de las medidas restrictivas a sus importaciones, con la finalidad de atenuar los efectos que esas medidas pudieran tener sobre el comercio intrarregional.





Sin perjuicio de las consultas a que se refiere el párra​fo anterior, el país importador se obliga a atenuar progresiva​mente la aplicación de las salvaguardias a medida que mejoren las condiciones que motivaran su adopción  (el Acuerdo General también prevé la atenuación progresiva).





En cuanto al carácter transitorio de las medidas adopta​das, el régimen regional admite su aplicación por el término de un año, prorrogable por otro año más en consulta con los restan​tes países miembros de la Asociación en el ámbito del Comité de Representantes, con la finalidad de reducir los efectos de tales medidas sobre el comercio intrarregional al mínimo de perturba​ción posible.





Tal como se puede apreciar, la decisión relativa a la pró​rroga solo procede "en consulta" con los restantes países miembros de la Asociación, perdiendo el carácter unilateral de su aplicación.





Cabe señalar que el régimen regional no prevé solución alguna para el caso que fracasen las consultas iniciadas con la finalidad de extender las salvaguardias invocadas.  Esta y otras omisiones de la Resolución 70 justificarían la posibi​lidad de introducir algunos ajustes relativos a este tipo de salvaguar​dias.  Así por ejemplo:

a)
documentación necesaria a efectos de justificar la causal invocada;

b)
información periódica de los resultados alcanzados como consecuencia de las medidas adoptadas; y

c)
intervención del Comité de Representantes en caso de no existir acuerdo en las consultas realizadas con la finali​dad de extender las medidas restrictivas al venci​miento de su primer año de aplicación.



Asimismo podría analizarse la posibilidad de retornar a la fórmula utilizada por el Tratado de Montevideo (de 1960), auto​rizan​do a los países miembros a "extender" al comercio intra​rregio​nal las restricciones adoptadas con carácter gene​ral, como una medida de preferencia en favor de la región frente a terceros países.





Las medidas restrictivas aplicadas como consecuencia de perjui​cios graves ocasionados a los productores naciona​les configuran básicamente la cláusula en la que se identifica con mayor claridad el concepto de una salva​guardia.





El Régimen General autoriza a los países miembros a sus​pen​der total o parcialmente el cumplimiento de los compro​misos asumidos en cualquiera de los mecanismos del Tratado de Monte​video 1980 cuando ocurran importaciones en cantidades o condi​ciones tales, que causen o amenacen causar perjuicios graves a los productores nacionales de mercaderías similares o directa​mente competitivas.





Las principales características de este tipo de salva​guar​dias han sido analizadas en términos generales en los primeros comentarios del presente régimen regional.





A continuación se formulan algunas conside​raciones acerca de esta causal, comparativamente con el Acuerdo sobre Salva​guar​dias del GATT 94, referido específicamente al artículo XIX del Acuerdo General.

i)



Adopción sin previo aviso.-  El régimen general admite la adopción de las medidas restrictivas aplicadas a los pro​duc​tos objeto de las preferencias pactadas, comuni​cando poste​riormente su decisión a los restantes países signa​ta​rios del acuerdo de que se trate, "dentro de los siete días hábiles siguientes a su adopción".  (artículo 6, párrafo 2)






El Acuerdo sobre Salvaguardias establece que sólo se podrá aplicar una medida de salvaguardia después de una inves​tiga​ción realizada por las autoridades competentes de su país con arreglo a un procedimiento que incluye un aviso público a todas las partes interesadas, así como audien​cias públicas u otros medios apropiados en que los impor​tadores, exporta​dores y demás interesados puedan presen​tar pruebas y exponer sus opiniones (artículo 2).






El Acuerdo del GATT 94 sólo reconoce la adopción sin aviso "en circunstancias críticas, en las que cualquier demora entrañaría un perjuicio difícilmente reparable" (se trata de las medidas de salvaguardias provisionales previstas en el artículo 6).

ii)


Determinación de la existencia de perjuicio (daño) grave o de amenaza de (daño) grave.-  El régimen regional de la Asociación carece de normas interpretativas que orien​ten una definición acerca del significado de los términos utili​zados en la aplicación de esta causal.






El Acuerdo sobre Salvaguardias del GATT 94, además de registrarse el cambio de la terminología utili​zada, estable​ce que a los efectos del referido acuerdo se entenderá (artículo 4):






-
por "daño grave" un menoscabo general significativo de la situación de una rama de producción nacional;






-
por "amenaza de daño grave" la clara inminencia de un daño grave.  La determinación de la existencia de una amenaza de daño grave se basará en hechos y no simple​mente en alega​ciones, conjeturas o posibili​dades remo​tas; y






-
por "rama de producción nacional" el conjunto de los productores de los productos similares o directamen​te competidores que operen dentro del territorio de un Miem​bro o aquellos cuya producción conjunta de produc​tos similares o directamente competidores constituya una proporción importante de la produc​ción nacional total de esos productos.

iii)

Aplicación de las medidas de salvaguardia.- El régimen regio​nal de la ALADI no formula previ​sión alguna a este respec​to.






El Acuerdo sobre Salvaguardias dispone que un país miembro sólo aplica​rá medidas de salvaguardia en la medida nece​saria para prevenir o reparar el daño grave y facilitar el reajuste, agregando, a renglón seguido, que si se utili​za una restric​ción cuantitati​va, dicha medida no reduci​rá la cuantía de las importaciones por debajo del prome​dio de las importacio​nes realizadas en los tres últimos años sobre los cuales se disponga de estadísti​cas.

iv)


Duración y examen de las medidas de salvaguar​dia.- El régimen regional establece que las cláusulas de salva​guar​dia por "perjuicios graves", podrán tener un año de duración pudiendo ser prorrogadas por un nuevo período igual y conse​cu​tivo, en cuyo caso el país importador deberá ini​ciar negocia​ciones con los restantes países signatarios con la finalidad de acordar los términos y condiciones en que continuará su aplicación.






El Acuerdo sobre Salvaguardias después de esta​blecer que las medidas se aplicarán únicamente du​rante el perío​do que sea necesario para prevenir o reparar el daño grave, dispo​ne que dicho período no excederá de cuatro años, pudiendo prorro​garse siem​pre que el país importador haya determinado que la salvaguardia sigue siendo necesa​ria hasta un máximo de ocho años (incluido el período de aplicación de cualquier medida provisional, del período de aplica​ción inicial y de toda prórroga que se hubiere ope​rado).






El Acuerdo prevé, asimismo, que en una situa​ción en que la duración de la medida sea superior a un año el país que la aplica la liberalizará progre​sivamente a interva​los regula​res durante el período de aplicación.  Si la dura​ción de la medida excede tres años el país miembro que la aplique deberá examinas la situación a más tardar al promediar el período de su aplicación y "si procede" revocará la medida o acelerará el ritmo de la liberali​za​ción.






En cambio, el régimen regional dispone que si al venci​mien​to de la prórroga prevista por la norma aplica​ble, subsis​tieran los motivos que dieron lugar a la aplica​ción de las salva​guardias, el país impor​tador debe iniciar los proce​di​mientos para el retiro del producto o productos de que se trata.

v)



Nivel de las concesiones y otras obligaciones.- El régimen regio​nal no legisla sobre este as​pec​to.






El Acuer​do sobre Salvaguardias admite la posibilidad que los países miembros exportadores afectados por las medi​das adoptadas puedan suspender la aplicación al comercio del Miembro que aplique la medida de salvaguardia, de conce​siones u otras obligaciones sus​tancialmente equiva​lentes.  Dicha suspensión no se ejercerá durante los tres primeros años de vigencia de la salvaguardia invo​cada, a condición que la medida haya sido adoptada como resultado de un au​mento de las importaciones en términos absolutos.

vi)


Países en desarrollo.- La Resolución 70 admite la posi​bi​lidad de aplicar salvaguardias por "perjuicios graves" a la importación de productos originarios de los países de menor desarrollo económico relativo, previa comunica​ción a dichos países y sólo en el caso de que los!per​juicios graves sean ocasionados fundamentalmente por dichas importaciones.  En ese caso el país importador acor​dará con el país ex​porta​dor un cupo de importación libre de salva​guardias.






El Acuerdo sobre Salvaguardias establece que los países miembros no aplicarán medidas de salva​guardia contra un producto originario de un país en desarrollo cuando la participación que le correspon​da en las impor​taciones reali​zadas por el país im​portador no exceda del tres por ciento, a condición de que los países en desa​rrollo con una partici​pa​ción en las importaciones menores al tres por ciento no representen en conjunto más del nueve por ciento de las importaciones totales del produc​to en cues​tión.






El Acuerdo también otorga a un país en desa​rrollo que aplique esta salvaguardia, el derecho a prorrogar el período de aplicación por un plazo de hasta dos años más allá del período máximo de apli​cación.  

vii)

Notificaciones y consultas.- En esta materia el régimen regional de la Asociación carece de una normativa espe​cí​fica mientras que el Acuerdo del GATT, respondiendo a la regla de la adopción de medidas restrictivas después de una investi​gación realizada con arreglo a un procedi​miento esencial​mente público, contiene disposiciones cuidadosa​mente enun​ciadas (artículo 12).






También legisla en materia de consultas que un país miem​bro se obliga a realizar toda vez que se proponga aplicar o prorrogar una medida de salva​guardia, con la finalidad de, entre otras cosas, examinar la información presenta​da, intercambiar opiniones sobre las medidas y llegar a un entendi​miento para alcanzas el objetivo de mantener un nivel de concesiones y otras obligaciones sustan​cialmente equiva​lentes, entre dicho país y los paí​ses miembros exportadores que se verían afectados por la medida.

viii)
Vigilancia y solución de diferencias.- La Resolución 70 del Comité de Re​pre​sen​tantes no con​tie​ne pre​vi​sión alguna en estas ma​terias.






En cambio, el Acuerdo institucionaliza un Comité de Salva​guar​dias con atribuciones de vigilancia, averi​guación y examen así como para cumplir las demás funcio​nes rela​ciona​das con el Acuerdo que le encomiende el Consejo de Comercio de Mercan​cías.






En materia de solución de diferencias el Acuer​do formula una remisión a los artículos XXII y XXIII del GATT de 1994.  

ix)  
Cuantía del cupo unilateral.- El régi​men aprobado por la Resolución 70 del Comité, se refiere a la obliga​ción de mante​ner las prefe​ren​cias y demás condi​ciones  pactadas para  la importa​ción  de un  determinado volumen o valor de inter​cambio con relación al producto objeto de la salva​guardia, con la fina​lidad de evitar la interrupción de las co​rrientes de comer​cio generadas en virtud de las preferencias pac​tadas.






Esta obligación merecería alguna precisión en torno a la cuantía del cupo que el país importador se obliga a mantener libre de salvaguardias, habida cuenta que su revisión en negociaciones con los países abastecedores del producto no siempre se realiza, manteniéndose el cupo fijado unilateral​mente hasta la finalización del término previsto para la aplicación de las medidas.


REGIMEN DEL ACUERDO DE CARTAGENA





El Acuerdo de Cartagena destina un capítulo especial a la aplicación de cláusulas de salvaguardia.  Se trata del capítu​lo IX que comprende los artículos 78, 79, 79A, 80 y 81.  





Recientemente, la Decisión 389 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, de fecha 2 de julio de 1996, reglamentó la aplicación de la cláusula de salvaguardia prevista en el referido artículo 78.

Salvaguardias por razones de balanza de pagos.





El artículo 78 del Acuerdo de Cartagena y su Reglamento legislan acerca de la adopción de cláusulas de salvaguardia fundadas en desequi​librios de la balanza de pagos global de un país miembro, autorizando la extensión de las medidas que hubiera adoptado para corregir dicho desequilibrio al comercio intra-subregional de productos incorporados en el Programa de Libera​ción del Acuer​do, en las siguientes condiciones:

i)


previa autorización de la Junta;

ii)

con carácter transitorio; 

iii) en forma no discriminatoria; y

iv)

procurando que las medidas correctivas no reduzcan los volúmenes de importación equivalentes al promedio de los últimos tres años de que se disponga información.





Las disposiciones vigentes ponen en evidencia la suprana​cionalidad que el Acuerdo de Cartagena reconoce en algunos de sus órganos.  En este sentido, concede a la Junta la facultad de autorizar, modificar o suspender las medidas que un país miembro hubiera aplicado con carácter de emergencia cuando la situación pre​vista en la disposición comentada exigiere provi​dencias inme​diatas.





Siempre que la adopción de salvaguardias por desequili​brios de balanza de pagos se prolongase por más de un año, la Comi​sión podrá, a propuesta de la Junta o a solicitud de parte, disponer el inicio de negociaciones con la finali​dad de procurar la eliminación de las restricciones aplicadas al comercio intra-subregional por aquel motivo.

Salvaguardias por perjuicios derivados del Programa de Libera​ción.





Por su parte, el artículo 79 legisla en torno a la aplica​ción de cláusulas de salvaguardia por motivo de daños origina​dos en el cumplimiento del programa de liberación del Acuerdo.





En este caso, las condiciones de aplicación son:

-
Que el cumplimiento del programa de liberación del Acuer​do cause o amenace causar perjuicios graves a la economía de un país miembro o a un sector significativo de su actividad económica;

-
Requerimiento de autorización previa de la Junta, salvo en el caso de que los perjuicios sean tan graves que exijan provi​dencias inmediatas del país importador, en cuyo caso éste podrá adoptar medidas correctivas provi​sionalmente y con carácter de emergencia, sujetas al posterior pronuncia​miento de la Junta;

-
Las cláusulas de salvaguardia deben ser transitorias y no discriminatorias;

-
Cuando sea necesario, la Junta debe proponer a la Comi​sión medidas de cooperación colectiva destinadas a supe​rar los inconvenientes que motivan el requerimiento de aplicación de cláusulas de salvaguardia; y

-
Compete a la Junta realizar una supervisión periódica de la evolución de la situación con el objeto de evitar que las medidas restrictivas se prolonguen más allá de lo estricta​mente necesario, o considerar nuevas fórmulas de cooperación si fuere procedente.





El Acuerdo establece un tratamiento más favorable para Bolivia y Ecuador en la aplicación de las cláusulas de salva​guardia previstas en el artículo 79, en razón de su condición de países de menor desarrollo económico relativo.  Las medidas correctivas sólo se les aplicarán en casos debidamente justi​ficados y previa comprobación, por la Junta, de que los per​juicios graves provienen sustancialmente de las importaciones realizadas desde dichos países.

Salvaguardias por "perturbaciones" en la producción nacio​nal.





Como resultado de la modificación introducida por el Proto​colo de Quito, el Acuerdo de Cartagena incorpora una nueva causal para invocar la adopción de medidas restrictivas a importaciones que causen "perturbaciones" en la producción nacional de productos específicos (artículo 79A).





En efecto, el artículo 79A prevé la posibilidad de que un país miembro adopte "medidas correctivas, no discriminatorias, de carácter provisional, sujetas al posterior pronunciamiento de la Junta", "cuando ocurran importaciones de productos origina​rios de la Subregión, en cantidades o en condiciones tales que causen perturbaciones" en la producción nacional de productos específi​cos del país.





En este caso, la relación de causalidad vincula directa​mente las "importaciones" con las "perturbaciones" originadas en razones distintas del "programa de liberación".





Las medidas correctivas deben ser comunicadas, dentro de los 60 días de su adopción, a la Junta del Acuerdo de Cartage​na con un informe sobre los motivos en que se fundamenta su aplicación.  Corresponde a la Junta verificar la "perturba​ción" y el origen de las importaciones causantes de la misma, estando facultada para suspender, modificar o autorizar dichas medidas.





Asimismo, las medidas correctivas sólo pueden aplicarse a los productos del país miembro que originó la perturbación, debiendo garantizar el acceso de un volumen de comercio no inferior al promedio de los últimos tres años.





De lo cual se deduce:

a)
que el carácter no discriminatorio de la medida adoptada es meramente provisional, debiendo aplicarse sola​mente a los productos del país que hubiere originado la perturba​ción (característica de las salva​guardias de carác​ter selectivo); y

b)
que la disposición otorga a la Junta del Acuerdo de Carta​gena competencia para suspender, modificar o autori​zar las medidas correctivas adoptadas. 

Salvaguardias por alteración de las condiciones normales de competencia nacional




El artículo 80 del Acuerdo prevé la aplicación de medidas de salva​guardia cuando la devaluación monetaria efectuada por uno de sus miembros altere las condiciones normales de compe​tencia comercial entre los países de la subregión.  





El país que se considere perjudicado por la devaluación mone​taria efectuada por otro país miembro, podrá plantear el caso a la Junta, proponiendo medidas de protección adecuadas a la magnitud de la alteración planteada y acompañando los elementos técnicos en que se fundamenta.  La Junta podrá solicitar la información complementaria que consi​dere conve​niente y debe pronunciarse breve y sumariamente dentro del plazo de un mes contado a partir de la fecha en que recibió el petitorio correspondiente.





La disposición prevé que una vez verificada la perturba​ción por la Junta, el país perjudicado podrá adoptar las medidas correctivas de carácter transitorio y mientras subsis​ta la alteración, dentro de las recomendaciones de la Junta.





Esta disposición prevé que los pronunciamientos de la Junta son susceptibles de revisión por la Comisión del Acuerdo:

-
a pedido de cualquiera de los países miembros, quienes podrán pedir "una decisión definitiva del asunto"; y

-
a pedido del país miembro que realizó la devaluación, quien podrá pedir a la Junta la revisión de la situación con la finalidad de atenuar o suprimir las medidas co​rrectivas, en cuyo caso el dictamen de la Junta podrá ser enmendado por la Comisión.






Si durante el lapso que media entre la solicitud del país afectado y el pronunciamiento de la Junta, el peticio​nante considera que existen antecedentes que hagan presumir fundada​mente que como consecuencia de la devaluación se produci​rán perjuicios inmediatos de gravedad para su economía, que requie​ran la adopción de medidas de protección con carácter de emergencia, podrá plantearlo a la Junta, la cual, si considera fundada la petición, podrá autorizar la aplicación de medidas adecuadas en un plazo de siete días corridos.  El pronuncia​miento definitivo de la Junta sobre la alteración de las condiciones normales de competencia determinará, en todo caso, el mantenimiento, modificación o suspensión de las medidas de emergencia autoriza​das.

Excepciones a la aplicación de salvaguardias.





Por último, el artículo 81 del Acuerdo exceptúa de la apli​cación de salvaguardias a los productos originarios de la subregión, comprendidos en programas y proyectos de integra​ción industrial.

Salvaguardias en materia agropecuaria.





Cabe formular una precisión en torno a las medidas previs​tas en el Acuerdo de Cartagena en materia agro​pecuaria que, si bien no están comprendidas específicamente en el Capí​tulo que hemos analizado, ubicándose en el Capítulo destinado a los Programas de desarrollo agropecuario, tienen las carac​terísti​cas propias de una salvaguardia.





En efecto, el artículo 72 del Acuerdo faculta a los países miembros a aplicar en forma no discriminatoria al comercio de determinados
 productos agropecuarios, medidas destinadas a:

-
limitar las importaciones a lo necesario para cubrir los déficit de producción interna; y

-
nivelar los precios del producto importado a los del produc​to nacional.





En términos generales, las medidas previstas en el ar​tículo comentado reproducen una disposición del Tratado de Montevideo del año 1960 que, coincidentemente, tampoco formaba parte del Capítulo correspondiente a "Cláusulas de Salvaguar​dia", sino del Capítulo de "Disposiciones especiales sobre agricultura", consideradas tradicionalmente como mecanismos de salvaguardia por los órganos del propio Acuerdo y por sus países miembros.


EL REGLAMENTO DE SALVAGUARDIAS DEL MERCOSUR




La aprobación de un arancel externo común y la eliminación de los derechos de aduana para lo esencial del comercio recíproco entre los Estados Partes del MERCOSUR, inició un proceso de consolidación de una Unión Aduanera entre dichos países cuyo marco normativo requiere la adopción de otros instrumentos de política comercial común.





La Decisión CMC/17-96 aprobada el 17 de diciembre de 1996 por el Consejo del Mercado Común, puso en vigencia el Reglamento para la aplicación del Régimen de Salvaguardias del MERCOSUR. Dicho régimen se aplica a las importaciones originarias de terceros países.





De conformidad con los artículos 1 y 5 del Anexo II del Acuerdo de Complementación Económica nº 18, a partir del 1º de enero de 1995 no se admite la aplicación de cláusulas de salvaguardia al comercio recíproco entre los cuatro países.





Conforme lo establece el artículo 1º de dicho Reglamento, se entiende por medidas de salvaguardia las previstas en el artículo XIX del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio -GATT 1994- (Medidas de emergencia sobre las importaciones de determi​nados productos), aplicables a las importaciones provenientes de países no miembros del MERCOSUR y conforme a lo interpretado por el Acuerdo de Salvaguardias de la Organización Mundial del Comercio (OMC).





A partir de esta premisa, el Reglamento de Salvaguardias del MERCOSUR desarrolla en sus diferentes capítulos una serie de disposiciones que en su parte esencial son coincidentes en su alcance con las normas establecidas en el Acuerdo sobre Salva​guar​dias de la OMC, a las cuales se incorporan normas procesales para la tramitación de medidas de salvaguardia, regulando separadamen​te aquellas situaciones que afectan al MERCOSUR como entidad única, de las que afectan solamente a alguno de sus Estados Partes.





La única diferencia importante que cabe destacar entre ambos regímenes es el ámbito en el cual se deberán resolver las diferen​cias que surjan en la aplicación de salvaguardias, dado que mientras el Régimen dem MERCOSUR se remite al Reglamento establecido en el Protocolo de Brasilia y al Procedimiento General para reclamaciones ante la Comisión de Comercio del MERCOSUR, previsto en el Anexo al Protocolo de Ouro Preto, el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC en su artículo 14 establece que en esa materia las Partes Contratantes aplicarán las disposiciones de los artículos XXII y XXIII del GATT de 1994, desarrolladas y aplicadas en virtud del entendimiento sobre Solución de Diferencias.





En consecuencia, el Reglamento del MERCOSUR regula la aplicación de cláusulas de salvaguardia de sus Estados Partes a las importaciones originarias de países no miembros en iguales términos que las correlativas disposiciones del Acuerdo de Salvaguardias de la OMC, complementándolas a los efectos de reglamentar la asignación de competencias internas de acuerdo con su estructura institucional, así como su relacionamiento con los órganos competentes en la materia de la OMC.


ACUERDO DE COMPLEMENTACION ECONOMICA Nº 31 CELEBRADO ENTRE


BOLIVIA Y MEXICO




El Capítulo VII de este Acuerdo prevé que las partes signatarias podrán aplicar a las importaciones de bienes realizadas al amparo del Programa de Desgravación Arancelaria un régimen de salvaguardia basado en criterios claros, estric​tos y con temporalidad definida, del que puedan derivarse según las causas que las originen y la determinación de su procedencia, medidas de carácter bilateral o global.





En ambos casos, el fundamento de aplicación es un daño grave, o la amenaza de daño grave a la parte importa​dora, para cuya caracterización el artículo 7.01 del ACE/31 define el "daño grave" como un menoscabo general y significativo de una rama de producción nacional, en tanto que para la "amenaza de daño grave", se remite a lo dispuesto en el literal b) del párrafo 6 del artículo II del Acuerdo sobre Salvaguardias del GATT de 1994. Asimismo, dicho artículo establece que se entenderá por "rama de producción nacional", el productor o los productores de bienes idénticos, similares o competidores directos que operen dentro del territorio de una Parte y constituyan una proporción importante de la pro​ducción nacional total de esos bienes, que no podrá ser infe​rior al 40% de esta.

Medidas bilaterales




El artículo 7-03 de este Acuerdo faculta a las Partes a aplicar medidas bilaterales en el caso de que el volumen de importaciones de uno o varios bienes beneficiados por el Programa de Desgravación Arancelaria aumente en un ritmo y condiciones tales que configuren la causal de daño grave o amenaza de daño grave a la producción nacional, según las definiciones transcri​tas precedentemente.





El plazo autorizado para la aplicación de dichas medidas estará limitado, dentro del período en que se desgravará el respectivo producto según el Programa de Desgravación Arance​laria, a un plazo máximo de un año y puede prorrogarse por una sola ocasión y hasta por un plazo igual y consecutivo.





La parte que decida iniciar un procedimiento del que pudiera resultar la adopción de una medida bilateral de salva​guardia, deberá comunicarlo por escrito a la otra Parte y solicitar la realización de consultas conforme se señala más adelante.





Una vez cumplidos los procedimientos previstos para determinar si se cumplen los extremos establecidos, y si procede la aplicación de la cláusula de salvaguardia invocada, las medidas a adoptar por la Parte importadora serán exclusi​vamente de carácter arancelario y solo cuando sea estricta​men​te necesario para contrarrestar el daño grave o la amenaza de daño grave causado por las importaciones de la otra Parte.





En tal caso, la Parte que aplique una medida bilateral otorgará a la Parte afectada por esa medida una compensación mutuamente acordada, que consistirá en concesiones arancela​rias adicionales, cuyos efectos sobre el comercio de la Parte exportadora sean equivalentes al impacto de la medida de salvaguardia.

Medidas Globales




El ACE/31 en su artículo 7-04 reafirma los derechos y obligaciones de las Partes para aplicar medidas de salvaguar​dia conforme al artículo XIX del GATT, las que a los efectos de este Acuerdo quedan limitadas solo a los casos en que se determine que las importaciones de bienes originarios de la Parte exporta​dora, consideradas individualmente, representan una parte sustancial de las importaciones totales y contribu​yen de manera importante al daño grave o a la amenaza de daño grave de la Parte importado​ra, conforme a los criterios que se establecen con esa finalidad (párrafo 3, literales a), b) y c) del referido artículo).





Para la aplicación de "medidas globales" la Parte importado​ra deberá comunicar previamente por escrito a la otra Parte, haber realizado las consultas previstas en el artículo 7-05 relativo al "Procedimiento", y otorgar una compensación en los términos previstos para las "medidas bilaterales".

Procedimiento para la tramitación de las medidas de salvaguar​dia




Al igual que en el procedimiento previsto en el Acuerdo de Salvaguardias de la OMC, las Partes Signatarias del ACE/31 no pueden imponer medidas sin que las autoridades competentes del país que las aplica hayan llevado a cabo la investigación pertinente, la cual debe estar precedida de la publicación de su inicio a través de los órganos de difusión oficiales co​rrespon​dientes y de la notificación por escrito a la Parte exportadora el día siguiente de la publicación.





Si como resultado de esta investigación la autoridad competente determina, sobre la base de pruebas objetivas,  que se cumplen los supuestos previstos para la aplicación de medidas de salvaguardia, la Parte importadora podrá iniciar consultas con la otra Parte, notificándole su solicitud y los antecedentes suficientes que fundamenten su aplicación, en los términos que se establecen en el párrafo 10 del artículo 7-05.





Las medidas previstas en el Capítulo VII del ACE/31 solo podrán adoptarse una vez concluido el período de consultas previas y su eventual prórroga deberá procesarse en las mismas condiciones que las previstas para su aplicación ini​cial.


ACUERDO DE COMPLEMENTACION ECONOMICA Nº 33 (G-3)


CELEBRADO ENTRE COLOMBIA, MEXICO Y VENEZUELA





El Tratado de Libre Comercio celebrado entre Colombia, México y Venezuela, registrado en la ALADI como el Acuerdo de Complementación Económica nº 33, contiene un régimen de salva​guardias que guarda una gran similitud con el que regula esta materia en el ACE/31 Bolivia-México, comentado precedentemen​te.





Esta coincidencia se observa, en primer lugar, en el enunciado del principio general que prevé la aplicación de un régimen basado en criterios claros, estrictos y con temporali​dad definida, del que pueden resultar medidas de salvaguardia de carácter bilateral o global, en la definición de "daño grave" como menoscabo general y significativo a  una produc​ción nacional y, esta última expresión, como el productor o producto​res de bienes idénticos, similares o competidores directos que operen dentro del territorio de una de las Partes y representen una proporción sustancial de la producción nacional total de esos bienes.





Para el ACE/33, esa proporción sustancial será por lo menos del 40% a partir del cuarto año de su entrada en vigor.

Medidas bilaterales




La causal que puede dar lugar a la aplicación de medidas bilaterales, según el artículo 8-03 del ACE/33, es cuando como resultado de la aplicación del Programa de Desgravación, la importación de uno o varios bienes originarios de cualquiera de las Partes se realiza en cantidades y en condiciones tales que, por si solas, sean la causa sustancial de daño grave o amenaza de daño grave a la producción nacional, conforme a las defini​ciones señaladas precedentemente.





A condición de que se limiten a los casos en que sean estrictamente necesarias para contrarrestar el daño grave o la amenaza de daño grave, tales medidas podrán ser aplicadas dentro de un período de quince años, contado a partir de la entrada en vigor de este Acuerdo, y por un plazo de hasta un año, con la posibilidad de ser prorrogadas por una sola vez, hasta un plazo igual y consecutivo, siempre y cuando persistan las condiciones que las motivaron.





Las medidas a aplicar serán exclusivamente arancelarias y cuando la causa de su aplicación sea la amenaza de daño grave o cuando la Parte pretenda prorrogar esta medida, otorgará a la Parte exportadora una compensación mutuamente acordada, que consistirá en concesiones arancelarias adicionales temporales, cuyos efectos sobre el comercio de esta última sean equivalen​tes al impacto de la medida de salvaguardia.





Si no se lograra un acuerdo respecto de la compensación, la Parte que se proponga adoptar la medida estará facultada para hacerlo y la Parte exportadora podrá adoptar medidas arancela​rias que tengan efectos comerciales equivalentes a los de la medida adoptada.

Medidas globales




De acuerdo con las definiciones del artículo 8-01 del ACE/33, se entiende por "Medidas globales" las medidas de urgencia sobre la importación de bienes conforme al Artículo XIX del GATT, a cuyo respecto las Partes confirman sus dere​chos y obligaciones en la materia como consecuencia de la aplicación de este Acuerdo.





En lo que se refiere a las causales de aplicación, se prevé que cuando una Parte decida adoptar una medida global de salvaguardia, solo podrá hacerla efectiva cuando las importa​ciones de un bien proveniente de otra Parte, consideradas individualmente, representan una proporción sustancial de las importaciones totales y contribuyen de manera importante al daño grave o amenaza de daño grave a la producción nacional de la Parte importadora, lo que se evaluará de conformidad con los criterios precisos que se establecen en el numeral 2 del artículo 8-06.





Cabe señalar también, que la Parte que adopte una medida global de salvaguardia otorgará a la Parte exportadora una compensación, pero, a diferencia de lo dispuesto en relación a las medidas bilaterales, el ACE/33 se remite en este caso a lo que el GATT establece en la materia.

Procedimiento para la tramitación de las medidas de salvaguar​dia





Para determinar la procedencia de la aplicación de una medida de salvaguardia, la autoridad competente de la Parte importadora llevará a cabo una investigación, la cual podrá ser de oficio o a solicitud de Parte.





La resolución que disponga el inicio de esa investigación deberá ser publicada en el respectivo órgano oficial de difu​sión de la Parte importadora y se comunicará a los interesa​dos, dentro de los diez días hábiles siguientes a esa publica​ción.





El objeto de la investigación será evaluar el volumen y las condiciones en que se realizan las importaciones del bien en cuestión, así como comprobar la existencia de daño grave o amenaza de daño grave a la producción nacional y la relación de causalidad directa entre el aumento de las importaciones del bien y el daño grave o la amenaza de daño grave a la producción nacional.





Si como resultado de esta investigación la autoridad competente determina, sobre la base de pruebas objetivas, que se cumplen los supuestos previstos en este capítulo del Acuer​do, la Parte que decida iniciar un procedimiento del que pudiera resultar la adopción de una medida de salvaguardia, lo comunica​rá a la otra Parte, solicitando la realización de consultas, en las que podrá participar una tercera Parte, cuando esta manifieste un interés sustancial en la aplicación de la medida de salvaguar​dia bilateral, en razón de que su comercio pudiera resultar afectado por la misma.


ACUERDO DE COMPLEMENTACION ECONOMICA Nº 36


CELEBRADO ENTRE EL MERCOSUR Y BOLIVIA




De conformidad con lo establecido en el artículo 1º, tercer párrafo del Régimen de Salvaguardia de este Acuerdo, nada de lo en él dispuesto impedirá a las Partes Contratantes la aplica​ción, cuando correspondiere, de las medidas previstas en el Artículo XIX del GATT 1994 (Medidas de urgencia sobre la importación de productos determinados), conforme a la inter​pre​tación dada por el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, si las importaciones desde las Partes Signatarias ameritan tal aplica​ción, según lo dispuesto en el artículo 9.





La causal para la aplicación de una medida de salvaguar​dia a un producto negociado en este Acuerdo se configura sola​mente en el caso de que se haya determinado por una investiga​ción que las importaciones preferenciales de ese producto en una de las Partes Contratantes (MERCOSUR y Bolivia) o en una de las Partes Signatarias (Argentina, Bolivia, Brasil, Para​guay y Uruguay), han aumentado en tal cantidad, en términos absolutos o en relación con la producción doméstica y se realizan en condiciones tales que causan o amenazan causar un daño grave a la producción doméstica de productos similares o directamente competidores.





Las medidas de salvaguardia, excepto las de carácter provisional que se mencionan a continuación, solo podrán aplicarse una vez realizadas las consultas previstas como procedimiento indispensable para su convalidación, salvo que estas no puedan concretarse por impedimento de la Parte Con​tra​tante a quien se hubiera notificado debidamente.





En consonancia con lo previsto en el artículo 2 del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, el ACE/36 prevé que cuando el MERCOSUR aplique una medida de esta naturaleza podrá hacerlo como entidad única, en cuyo caso, los requisitos para la determinación de la existencia de daño grave o amenaza de daño grave se basarán en las condiciones existentes en el MERCOSUR considerado en su conjunto, o en nombre de uno de sus Estados Partes, en cuyo caso, los requisitos para la determi​nación de la existencia de daño grave o amenaza de daño grave se basarán en las condiciones existentes en el Estado Parte del MERCOSUR y la medida se limitará a este.

Determinación de "daño grave" y "amenaza de daño grave"




Se entenderá por "daño grave" un menoscabo general signi​ficativo de las condiciones de una determinada producción doméstica y por "amenaza de daño grave" la clara inminencia de un daño grave, basada en hechos y no simplemente en alegacio​nes, conjeturas o posibilidades remotas.

Investigación




En la investigación que se llevará a cabo para determinar si el aumento de las importaciones preferenciales ha causado o amenaza causar un daño grave a la producción doméstica, las Partes Contratantes evaluarán todos los factores pertinentes de carácter objetivo y cuantificable que tengan relación con la situación de esa producción doméstica, en particular las siguientes:

a)
el ritmo y cuantía del aumento de las importaciones del producto de que se trate, en términos absolutos y relati​vos;

b)
la relación entre las importaciones preferenciales y no preferenciales, así como entre sus aumentos;

c)
la parte del mercado doméstico absorbida por las importa​ciones en aumento;

d)
los cambios en el nivel de ventas, la producción, la pro​ductividad, la utilización de la capacidad, las ganancias y pérdidas y el empleo.





La determinación de la existencia de daño grave o de amenaza de daño grave a que se refiere este Artículo, estará basada en elementos de prueba objetivos que demuestren la existencia de una relación de causalidad entre el aumento de las importaciones preferenciales del producto de que se trate y el daño grave o la amenaza de daño grave. Cuando haya otros factores, distintos del aumento de las importaciones preferen​ciales, que al mismo tiempo causen daño a la producción domés​tica en cuestión, este daño no se atribuirá al aumento de las importaciones preferenciales.

Limitación y duración de la aplicación de medidas




Salvo que exista un acuerdo entre las Partes Contratan​tes, las medidas de salvaguardia no podrán ser utilizadas una vez conformada definitivamente el área de libre comercio prevista en el Acuerdo, es decir, una vez que todos los pro​ductos del universo arancelario alcancen una desgravación preferencial del 100%.





Cuando se apliquen, las medidas de salvaguardia tendrán una duración inicial máxima de 2 años, incluyendo el plazo en que hubieren estado vigentes medidas provisionales y podrán ser prorrogadas cuando se determine que siguen siendo necesa​rias para prevenir o reparar el daño grave y que hay pruebas de que la producción doméstica está en proceso de reajuste.

Medidas de Salvaguardia provisionales




En circunstancias críticas, en las que cualquier demora entrañe un perjuicio difícilmente reparable, las Partes Con​tratantes podrán adoptar una medida de salvaguardia provisio​nal en virtud de una determinación preliminar de la existencia de pruebas claras de que el aumento de las importaciones preferen​ciales ha causado o amenaza causar un daño grave a la producción doméstica de la Parte Contratante o de alguna de las Partes Signatarias.





La duración de esta medida no excederá de 180 días y adoptará la forma de incremento de aranceles que resulten aplicables por la suspensión o inaplicabilidad de las prefe​rencias.

Alcance de las Medidas




Las cláusulas de salvaguardia sólo se aplicarán en la medida necesaria para prevenir o reparar el daño grave y facilitar el reajuste y en el caso de que signifiquen la disminución o eliminación del margen de preferencia, se pre​servará la preferen​cia para un cupo de importaciones a favor de la otra Parte Contratante.

Notificaciones y consultas




Las Partes Contratantes se notificarán sobre el inicio del proceso de una investigación, de la aplicación de una medida de salvaguardia provisional así como de la decisión de aplicar o prorrogar una medida de salvaguardia, aportando las informacio​nes de las características principales de los hechos bajo investiga​ción, o que generaron la necesidad de la salva​guardia provisio​nal, o acerca de las pruebas de daño grave o de la amenaza de daño grave para el último de los casos cita​dos.





Efectuadas estas notificaciones, el MERCOSUR y Bolivia se reunirán dentro de un plazo no superior a treinta días, con el objeto principal del conocimiento mutuo de los hechos, el intercambio de opiniones y eventualmente la aclaración del problema planteado y llegar a un entendimiento para mantener un nivel de concesiones sustancialmente equivalentes a las existen​tes en virtud del Acuerdo.

Intervención de la Comisión Administradora




Cuando se alcanzare entre las Partes Contratantes acuerdo sobre el mantenimiento de un nivel de concesiones sustancial​mente equivalentes a las existentes en virtud del Acuerdo, la Parte Contratante que considere afectado este equilibrio de concesio​nes, podrá convocar a una reunión extraordinaria de la Comisión Administradora del Acuerdo. 





Si dentro de un plazo máximo de sesenta días (60) conta​dos a partir de la fecha de la reunión extraordinaria de la Comisión Administradora no se hubiera logrado acuerdo sobre el nivel de concesiones, la Parte Contratante exportadora quedará libre para modificar compromisos equivalentes asumidos en el programa de liberación comercial del Acuerdo.





Tales compromisos deberán ser reasumidos al final de la aplicación de la medida de salvaguardia como si no hubieran sido suspendidos.

Solución de diferencias




Las diferencias entre las Partes Contratantes acerca del mérito y la justificación sobre la aplicación o prórroga de una medida de salvaguardia, serán analizadas y resueltas en el ámbito de la Comisión Administradora, sobre la base de las informaciones y pruebas a ella remitidas u otras adicionales que esta consi​dere necesarias para tal evaluación. Las diferencias que persistan podrán ser dirimidas por el Régimen de Solución de Controversias previsto en el Acuerdo.


CONCLUSIONES




Del examen de los regímenes de salvaguardia reseñados precedentemente, surge como primera conclusión que existe una marcada disimilitud en términos generales entre la normativa vigente en la OMC y la de algunos acuerdos y esquemas subregiona​les de integración, así como también en la de estos últimos entre sí.





No obstante, si se considera el orden cronológico en que fueron puestos en vigencia, se observa una paulatina aproxima​ción, aunque parcial, de los regímenes vigentes en los países miembros de la Asociación a la normativa de la OMC, que se verifica en particular en los acuerdos suscritos con posteriori​dad a la fecha del Acta de Marrakech, como es el caso de los Acuerdos de Complementación Económica nº 31 (Bolivia/México), nº 33 (Colombia/México/Venezuela) y nº 36 (MERCOSUR/Bolivia), hasta constituir una coincidencia casi total en lo que se refiere al Régimen de Salvaguardias aplicado por los Estados Partes del MERCOSUR a las importaciones originarias de terceros países; y que también, las que presentan mayores diferencias con aquellas son las disposiciones del Acuerdo de Cartagena y el Régimen Regional de la ALADI (Resolución 70 del Comité de Representan​tes).

Tal como se señala en los comentarios del Régimen del GATT de 1947 al inicio de este documento, el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio distingue tres tipos de cláusulas de salvaguardia:

a)
las conocidas comúnmente con el nombre de salvaguardias por "perjuicios graves" consagradas en el artículo XIX del Acuerdo General; 

b)
las que tienen por finalidad salvaguardar la posición financiera exterior y el equilibrio de la balanza de pagos de las Partes Contratantes, conforme a los procedimientos previstos en los artículos XII y XVIII, Sección B, del Acuerdo General, y

c)
las salvaguardias pactadas por razones fundadas en el desarrollo de la economía de una Parte Contratante, en los términos del artículo XVIII, Secciones A, C y D, del Acuerdo General.





Una segunda conclusión que se extrae del presente análisis comparativo es que solamente las cláusulas de salvaguar​dia por "perjuicios graves" han sido previstas en la totalidad de los regímenes vigentes entre países miembros de la Asociación, por ser las que configuran con mayor claridad el concepto de salva​guar​dia y responden a la gran mayoría de las situaciones que se presentan actualmente en el comercio interna​cional. Las salva​guardias por razones de balanza de pagos se encuentran previstas solamente en el Régimen del Acuerdo de Cartagena y en el Régimen Regional de la ALADI, y la aplicación de salva​guardias por razones fundadas en el desarrollo de la economía de una Parte Contratante, no ha sido considerada en ningún régimen.





La tercera conclusión sería entonces la apreciación de las coincidencias o divergencias que resultan de la comparación de los distintos regímenes de salvaguardia vigentes en los países miembros de la Asociación con el de la OMC, referida exclusiva​mente a las invocadas por "perjuicios graves", o "daño grave" como lo define más precisamente el Acuerdo sobre Salva​guardias de la referida Organización Mundial del Comercio.





Analizando separadamente los distintos aspectos regulados para la aplicación de estas medidas, calificadas de "urgencia" por el artículo XIX del GATT 1994 se advierte:

1.
La causal de aplicación -el aumento significativo de las importaciones de un producto- y sus efectos -el daño grave o la amenaza de daño grave- están previstos en términos generales en similares condiciones en la totalidad de los regímenes analizados.



Solo cabría anotar como excepción a la coincidencia de las distintas normas en cuanto a que el daño grave o la amenaza de daño grave debe afectar a la producción nacional de productos similares o directamente competidores del que se haya registrado un aumento calificado de importaciones, es la que se advierte en el artículo 79 del Acuerdo de Cartagena, donde se establece que la ocurrencia o la amenaza de perjui​cios graves debe afectar a la economía de un país miembro o a un sector significativo de su actividad económica, exigién​dose así a la causal de aplicación un efecto de mayor repercusión en el conjunto de  las distintas ramas productivas del país de que se trate. 



Además, tanto el Acuerdo de Cartagena como el Régimen Regional de la ALADI carecen de una disposición interpretativa en torno a la determinación de la existencia de daño grave o amenaza de daño grave, siendo necesario además actualizar la termino​logía utilizada en ambos reglamentos, en virtud de que allí aún se denominan "perjuicios graves" y "amenaza de perjuicio grave", respectivamente.



Finalmente, cabe señalar que el Acuerdo de Cartagena prevé dos causales de aplicación no previstas en el Acuerdo de Salva​guardias de la OMC, ni en ningún otro régimen de los analiza​dos: la ocurrencia de "perturbaciones" en la producción nacional de un  país miembro y la alteración de las condicio​nes normales de competencia nacional como consecuencia de una devaluación monetaria efectuada por otro país miembro (ver literales c) y d) del Régimen del Acuerdo de Cartagena en este documento).

2.
La exigencia que una medida de salvaguardia no puede imponerse sin que las autoridades competentes del país que la aplica hayan llevado a cabo una investigación en los términos del artículo 3 del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, está prevista a texto expreso en las reglamentaciones de los Acuerdos de Complementación Económica nº 31 (Bolivia/México), nº 33 (Colombia/México/Venezuela) y nº 36 (MERCOSUR/Bolivia), así como el Reglamento del MERCOSUR aplicable a las importa​ciones de productos originarios de terceros países.



En cambio, ni el Acuerdo de Cartagena ni el Régimen Regional de la ALADI prevén un procedimiento equivalente.



Las cláusulas de salvaguardia por "perjuicios graves" a que se refiere el artículo 79 del Acuerdo de Cartagena solo están condicionadas a la autorización previa de la Junta, sin especificarse los requisitos que debe observar el País Miembro que las invoca o los elementos de juicio que debe aportar para obtener dicho pronunciamiento, en tanto que las medidas correctivas que se apliquen en el caso de "perturbaciones en la producción nacional de productos específicos" (artículo 79A del Acuerdo), estarán sujetos al posterior pronunciamiento de  la Junta, pero en este caso, el País Miembro que los aplique deberá presentar un informe sobre los motivos en que fundamen​ta su aplicación.



El Régimen Regional de la ALADI, por su parte, impone al país importador que aplique cláusulas de salvaguardia la obligación de comunicar a los restantes países signatarios del Acuerdo de que se trate las medidas adoptadas, incluyendo las informaciones que permitan apreciar los fundamentos que les dieron origen.

3.
El artículo 5 del Acuerdo de Salvaguardias de la OMC establece que cuando un país utilice una restricción cuantitativa, esta medida no reducirá la cuantía de las importaciones por debajo del nivel de un período reciente, determinado de conformidad con las pautas establecidas.



Excepto el Reglamento del MERCOSUR, que recoge esta disposi​ción literalmente, y el Acuerdo de Cartagena, que contiene una norma similar en los artículos 79 y 79A, ningún otro régimen de los analizados incluyen una previsión de esta naturaleza.

4.
En las condiciones establecidas en el literal a) del Artículo XIX del GATT 1994, las Partes Contratantes podrán suspender total o parcialmente las obligaciones contraídas, incluidas en concesiones arancelarias, con respecto al producto de que se trate, o retirar o modificar la concesión.



La modalidad de aplicación de las medidas de salvaguardia han sido previstas en los regímenes analizados, en los siguientes términos:



-
El Reglamento del MERCOSUR establece que las medidas a adoptar se aplicarán como un aumento del impuesto de importación, por medio de un adicional al Arancel Externo Común, bajo la forma de alícuota "ad-valorem", de una alí​cuota específica, o de la combinación de ambas y, aún bajo la forma de restricciones cuantitativas.



-
El Régimen Regional de la ALADI prevé la suspensión total o parcial del cumplimiento de los compromisos asumidos en cualquiera de los mecanismos del Tratado de Montevideo 1980.



-
El Acuerdo de Cartagena no especifica la naturaleza de las medidas correctivas que los países miembros podrán aplicar.



-
Los Acuerdos de Complementación Económica nº 31 (Bolivia/​México) y nº 33 (Colombia/México y Venezuela), que prevén la aplicación de medidas bilaterales o medidas globales, establecen con respecto a las primeras que serán exclusiva​mente de carácter arancelario, sin poder exceder el grava​men vigente para terceros países, en tanto que para las segundas, se aplicarán de conformidad con el artículo XIX del GATT.



-
El Acuerdo de Complementación Económica nº 36 (MERCOSUR/Bo​livia) admite tanto la suspensión del incremento de las preferencias programadas en el Acuerdo, como la disminución o eliminación del margen de preferencias otorgadas al producto de que se trate.

5.
El Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC limita la aplicación de medidas al período que sea necesario para prevenir o reparar el daño grave, el que no excederá de cuatro años, a menos que se prorrogue cuando la salvaguardia sigue siendo necesaria, en cuyo caso el plazo máximo podrá ser de ocho años. Salvo el Reglamento del MERCOSUR, que es coincidente con esta disposición, los plazos de duración de las medidas de salvaguardia previstos en los restantes regímenes, son en términos generales más cortos o no han sido establecidos, como se indica a continuación:



-
El Acuerdo de Cartagena no prevé un plazo cierto de aplica​ción de salvaguardias, limitándose a encomendar a la Junta que analice periódicamente la evolución de la situación, con el objeto de evitar que las medidas restrictivas se prologuen más allá de lo estrictamente necesario.



-
En el Régimen Regional de la ALADI, el plazo inicial es de un año, pudiendo ser prorrogado por un nuevo período igual y consecutivo, mediante negociaciones que tendrán por finalidad acordar los términos y condiciones en que conti​nuará la aplicación.



-
En los Acuerdos de Complementación Económica nº 31 y nº 33, también el plazo de aplicación de medidas de salvaguar​dia es de un año, con la posibilidad de prorrogarlas en una sola ocasión y hasta por un plazo igual y consecutivo.



-
En el Acuerdo de Complementación Económica nº 36, las medidas a aplicar tendrán una duración inicial máxima de 2 años, pudiendo ser prorrogadas, en cuyo caso el período total de aplicación no excederá de 4 años.

6.
Con respecto el procedimiento de notificación y consultas se aprecia en algunos casos una disparidad de criterios en los regímenes vigentes en los países de la ALADI en relación al contemplado en las normas del Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC.



Ello se advierte, por ejemplo, en el Acuerdo de Cartagena, donde nada se establece respecto de la obligatoriedad de un procedimiento de consultas entre el país que adopte una medida de salvaguardia y los restantes países miembros, quedando dicho país condicionado solamente a comunicar a la Junta las medidas adoptadas y obtener de ésta la autorización correspon​diente.



El Régimen Regional de la ALADI por su parte, impone al país que aplique una medida de salvaguardia a comunicarla a los restantes países signatarios del Acuerdo de que se trate, a través del Comité de Representantes, incluyendo las informa​ciones que permitan apreciar los fundamentos que les dieron origen, así como también establecer negociaciones con las contrapartes abastecedoras, a los efectos de acordar un cupo que continuará beneficiándose de las preferencias otorgadas.



En el caso de una eventual prórroga de las medidas adoptadas también deberán entablarse negociaciones entre dichos países a los efectos de acordar los términos y condiciones en que continuará su aplicación.



Por su parte, los Acuerdos de Complementación Económica nº 31, 33 y 36, así como el Reglamento del MERCOSUR, contienen en su normativa un procedimiento de notificaciones y consultas que responden al sentido que éste tiene en el Acuerdo de la OMC.

7.
Por último, cabe destacar que las medidas de salva​guardia previstas en el Acuerdo de Complemen​tación Económica nº 36, salvo acuerdo entre las Partes Contratan​tes, no podrán ser utilizadas una vez conformada el área de libre comercio prevista en el Acuerdo, o sea, una vez que todos los productos del universo arancelario alcance una desgravación preferencial del 100%, cosa que debería ocurrir, a más tardar, el 1º de enero del año 2014.



Una disposición similar está contenida en el Acuerdo de Complementación Económica nº 31 (Bolivia/México) en relación a las medidas bilaterales de salvaguardia, pero con la variante de que el plazo de aplicación está referido a la fecha en que cada producto considerado individualmente alcance el arancel cero.



Y por último, el Acuerdo de Complementación Económica nº 33 (Colombia/México/Venezuela) limita el plazo de aplicación de las medidas bilaterales de salvaguardia a quince años, contando a partir de la entrada en vigor de este Acuerdo (el 1º de enero de 1995).


----------




    �El artículo 74 previó la adopción de una nómina de productos agropecuarios a efectos de la aplicación de los artículos 72 y 73, la cual fue establecida por la Comisión del Acuerdo de Cartagena a través de distintas Decisiones, la última de las cuales se dictó en el Decimocuarto Período de Sesiones (Decisión nº 80).





